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ANEXO DE DISPOSICIONES LEGALES 
 
De conformidad con lo establecido en la fracción III del artículo 4 de las “Disposiciones de carácter general en materia de 
transparencia aplicables a las instituciones de crédito y sociedades financieras de objeto múltiple, entidades reguladas”, 
publicadas en el Diario Oficial de la Federación el 30 de octubre de 2014, el presente documento se incluye en el Registro de 
Contratos de Adhesión (RECA) a que se refiere la Ley para la Transparencia y Ordenamiento de los Servicios Financieros 
como anexo al Contrato Único de Productos y Servicios Bancarios y Financieros (en lo sucesivo el “Contrato Único de 
Productos y Servicios Bancarios y Financieros”) que celebra Scotiabank Inverlat, S.A. Institución De Banca Múltiple, Grupo 
Financiero Scotiabank Inverlat con el Cliente.  
  
En cumplimiento de lo anterior, a continuación, se transcriben los preceptos legales citados en el Contrato Único de Productos 
y Servicios Bancarios y Financieros.  
  

LEY GENERAL DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS 
  
Se puede consultar en la siguiente página de internet:  
https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGRA.pdf 
  
Los artículos que a continuación se citan, se refieren a los delitos de cohecho o soborno que pudieran incurrir los 
servidores públicos. 
  
Artículo 52. Incurrirá en cohecho el servidor público que exija, acepte, obtenga o pretenda obtener, por sí o a través de 
terceros, con motivo de sus funciones, cualquier beneficio no comprendido en su remuneración como servidor público, que 
podría consistir en dinero; valores; bienes muebles o inmuebles, incluso mediante enajenación en precio notoriamente inferior 
al que se tenga en el mercado; donaciones; servicios; empleos y demás beneficios indebidos para sí o para su cónyuge, 
parientes consanguíneos, parientes civiles o para terceros con los que tenga relaciones profesionales, laborales o de negocios, 
o para socios o sociedades de las que el servidor público o las personas antes referidas formen parte. 
 
También incurrirá en cohecho, el servidor público que se abstenga de devolver el pago en demasía de su legítima 
remuneración de acuerdo a los tabuladores que al efecto resulten aplicables, dentro de los 30 días naturales siguientes a su 
recepción. 
 
Artículo 66. Incurrirá en soborno el particular que prometa, ofrezca o entregue cualquier beneficio indebido a que se refiere 
el artículo 52 de esta Ley a uno o varios Servidores Públicos, directamente o a través de terceros, a cambio de que dichos 
Servidores Públicos realicen o se abstengan de realizar un acto relacionado con sus funciones o con las de otro servidor 
público, o bien, abusen de su influencia real o supuesta, con el propósito de obtener o mantener, para sí mismo o para un 
tercero, un beneficio o ventaja, con independencia de la aceptación o recepción del beneficio o del resultado obtenido. 
  

LEY DE INSTITUCIONES DE CRÉDITO 
  
Se puede consultar en la siguiente página de internet:  
https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LIC.pdf 
  
El artículo que a continuación se cita se refiere a la facultad que tienen los clientes de las instituciones de crédito 
para designar beneficiarios.  
  
Artículo 56.- El titular de las operaciones a que se refieren las fracciones I y II del artículo 46 de esta Ley, así como de 
depósitos bancarios en administración de títulos o valores a cargo de instituciones de crédito, deberá designar beneficiarios y 
podrá en cualquier tiempo sustituirlos, así como modificar, en su caso, la proporción correspondiente a cada uno de ellos. 
 
En caso de fallecimiento del titular, la institución de crédito entregará el importe correspondiente a quienes el propio titular 
hubiese designado, expresamente y por escrito, como beneficiarios, en la proporción estipulada para cada uno de ellos. 
 
En caso de que el titular tenga la calidad de persona desaparecida y cuente con Declaración Especial de Ausencia, en los 
términos de la legislación especial en la materia, la institución de crédito entregará el importe a los beneficiarios, en los términos 
establecidos en la resolución de la Declaración Especial de Ausencia correspondiente. 
 
Si no existieren beneficiarios, el importe deberá entregarse en los términos previstos en la legislación común. 
  
El artículo que a continuación se cita se refiere a la facultad que tienen los clientes de las instituciones de crédito para autorizar 
a éstas o proveedores para que realicen en su nombre y cuenta, realicen el pago de bienes o servicios mediante cargos 
recurrentes.  
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Artículo 72 Bis.- Los clientes de las instituciones de crédito que tengan celebrados contratos de apertura de crédito en cuenta 
corriente, a los que se refiere la fracción VII del artículo 46 de esta Ley, podrán autorizar a dichas instituciones o a proveedores 
que se realice el pago de bienes y servicios con cargo a la cuenta que corresponda a dicho contrato. 
 
Para ello, las instituciones de crédito podrán cargar a las mencionadas cuentas los importes correspondientes, siempre y 
cuando: 
 
I. Cuenten con la autorización del titular o titulares de la cuenta de que se trate, o 
 
II. El titular o titulares de la cuenta autoricen los cargos por medio del proveedor y éste, a través de la institución de crédito 

que le ofrezca el servicio de cobro respectivo, instruya a la institución de crédito que mantenga la cuenta correspondiente 
a realizar los cargos. En este caso, la autorización podrá quedar en poder del proveedor. 

 
El titular de la cuenta que desee objetar algún pago deberá seguir el procedimiento que, al efecto, establezca el Banco de 
México mediante disposiciones de carácter general. Previo a la prestación de los servicios de domiciliación a que se refiere 
este artículo, las instituciones de crédito deberán pactar con los proveedores el procedimiento para efectuarles dichos cargos. 
 
En cualquier momento el cliente podrá solicitar a la institución de crédito la cancelación de la autorización a que se refiere el 
presente artículo, independientemente de quién la conserve. La citada cancelación surtirá efectos en el plazo que establezca 
el Banco de México en las disposiciones de carácter general a que se refiere el párrafo anterior, el cual no podrá exceder de 
los diez días hábiles bancarios siguientes a aquél en que la institución de crédito la reciba, por lo que, a partir de dicha fecha, 
deberá rechazar cualquier nuevo cargo a favor del proveedor. 
 
Las autorizaciones, instrucciones y comunicaciones a que se refiere este artículo podrán llevarse a cabo por escrito con firma 
autógrafa o a través de medios electrónicos, ópticos o de cualquier otra tecnología, de conformidad con lo que, al efecto, 
establezca el Banco de México en disposiciones de carácter general. 
  
El artículo que a continuación se cita se refiere a la facultad que tiene el Banco para establecer medidas y 
procedimientos para prevenir y detectar actos, omisiones u operaciones que pudieran favorecer, prestar ayuda, 
auxilio o cooperación de cualquier especie para la comisión de los delitos.  
  
Artículo 115.- En los casos previstos en los artículos 111 a 114 de esta Ley, se procederá indistintamente a petición de la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, quien requerirá la opinión previa de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores o 
bien, a petición de la institución de crédito de que se trate, del titular de las cuentas bancarias o de quien tenga interés jurídico. 
 
En los casos previstos en los artículos 114 Bis 1, 114 Bis 2, 114 Bis 3 y 114 Bis 4 de esta Ley, se procederá a petición de la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, a solicitud de quien tenga interés jurídico. Dicha Secretaría requerirá la opinión 
previa de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores. 
  
Lo dispuesto en los artículos citados en este Capítulo, no excluye la imposición de las sanciones que conforme a otras leyes 
fueren aplicables, por la comisión de otro u otros delitos. 
 
Las instituciones de crédito, en términos de las disposiciones de carácter general que emita la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público, escuchando la previa opinión de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, estarán obligadas, en adición 
a cumplir con las demás obligaciones que les resulten aplicables, a: 
  
I. Establecer medidas y procedimientos para prevenir y detectar actos, omisiones u operaciones que pudieran favorecer, 

prestar ayuda, auxilio o cooperación de cualquier especie para la comisión de los delitos previstos en los artículos 139 ó 
148 Bis del Código Penal Federal o que pudieran ubicarse en los supuestos del artículo 400 Bis del mismo Código, y 

 
II. Presentar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, por conducto de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, 

reportes sobre: 
 

a. Los actos, operaciones y servicios que realicen con sus clientes y usuarios, relativos a la fracción anterior, y 
 

b. Todo acto, operación o servicio, que realicen los miembros del consejo de administración, directivos, funcionarios, 
empleados y apoderados, que pudiesen ubicarse en el supuesto previsto en la fracción I de este artículo o que, en 
su caso, pudiesen contravenir o vulnerar la adecuada aplicación de las disposiciones señaladas. 

  
Los reportes a que se refiere la fracción II de este artículo, de conformidad con las disposiciones de carácter general previstas 
en el mismo, se elaborarán y presentarán tomando en consideración, cuando menos, las modalidades que al efecto estén 
referidas en dichas disposiciones; las características que deban reunir los actos, operaciones y servicios a que se refiere este 
artículo para ser reportados, teniendo en cuenta sus montos, frecuencia y naturaleza, los instrumentos monetarios y 
financieros con que se realicen, y las prácticas comerciales y bancarias que se observen en las plazas donde se efectúen; así 
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como la periodicidad y los sistemas a través de los cuales habrá de transmitirse la información. Los reportes deberán referirse 
cuando menos a operaciones que se definan por las disposiciones de carácter general como relevantes, internas preocupantes 
e inusuales, las relacionadas con transferencias internacionales y operaciones en efectivo realizadas en moneda extranjera. 
 
Asimismo, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público en las citadas disposiciones de carácter general emitirá los lineamientos 
sobre el procedimiento y criterios que las instituciones de crédito deberán observar respecto de: 
  
a. El adecuado conocimiento de sus clientes y usuarios, para lo cual aquéllas deberán considerar los antecedentes, 

condiciones específicas, actividad económica o profesional y las plazas en que operen; 
 
b. La información y documentación que dichas instituciones deban recabar para la apertura de cuentas o celebración de 

contratos relativos a las operaciones y servicios que ellas presten y que acredite plenamente la identidad de sus clientes; 
 
c. La forma en que las mismas instituciones deberán resguardar y garantizar la seguridad de la información y documentación 

relativas a la identificación de sus clientes y usuarios o quienes lo hayan sido, así como la de aquellos actos, operaciones 
y servicios reportados conforme al presente artículo; 

 
d. Los términos para proporcionar capacitación al interior de las instituciones sobre la materia objeto de este artículo. Las 

disposiciones de carácter general a que se refiere el presente artículo, señalarán los términos para su debido 
cumplimiento; 

 
e. El uso de sistemas automatizados que coadyuven al cumplimiento de las medidas y procedimientos que se establezcan 

en las propias disposiciones de carácter general a que se refiere este artículo, y 
 
f. El establecimiento de aquellas estructuras internas que deban funcionar como áreas de cumplimiento en la materia, al 

interior de cada institución de crédito. 
 
Las instituciones de crédito deberán conservar, por al menos diez años, la información y documentación a que se refiere el 
inciso c) del párrafo anterior, sin perjuicio de lo establecido en éste u otros ordenamientos aplicables.  
 
La Secretaría de Hacienda y Crédito Público estará facultada para requerir y recabar, por conducto de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores, a las instituciones de crédito, quienes estarán obligadas a entregar información y documentación 
relacionada con los actos, operaciones y servicios a que se refiere este artículo. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público 
estará facultada para obtener información adicional de otras personas con el mismo fin y a proporcionar información a las 
autoridades competentes. 
  
Las instituciones de crédito deberán suspender de forma inmediata la realización de actos, operaciones o servicios con los 
clientes o usuarios que la Secretaría de Hacienda y Crédito Público les informe mediante una lista de personas bloqueadas 
que tendrá el carácter de confidencial. La lista de personas bloqueadas tendrá la finalidad de prevenir y detectar actos, 
omisiones u operaciones que pudieran ubicarse en los supuestos previstos en los artículos referidos en la fracción I de este 
artículo. 
  
La obligación de suspensión a que se refiere el párrafo anterior dejará de surtir sus efectos cuando la Secretaria de Hacienda 
y Crédito Público elimine de la lista de personas bloqueadas al cliente o usuario en cuestión. 
  
La Secretaría de Hacienda y Crédito Público establecerá, en las disposiciones de carácter general a que se refiere este 
artículo, los parámetros para la determinación de la introducción o eliminación de personas en la lista de personas bloqueadas. 
  
El cumplimiento de las obligaciones señaladas en este artículo no implicará trasgresión alguna a lo establecido en el artículo 
142 de esta Ley.  
 
Las disposiciones de carácter general a que se refiere este artículo deberán ser observadas por las instituciones de crédito, 
así como por los miembros del consejo de administración, directivos, funcionarios, empleados y apoderados respectivos, por 
lo cual, tanto las entidades como las personas mencionadas serán responsables del estricto cumplimiento de las obligaciones 
que mediante dichas disposiciones se establezcan. 
  
La violación a las disposiciones a que se refiere este artículo será sancionada por la Comisión Nacional Bancaria y de Valores 
conforme al procedimiento previsto en el artículo 107 Bis, 109 Bis 5, segundo y tercer párrafos de la presente Ley, con multa 
equivalente del 10% al 100% del monto del acto, operación o servicio que se realice con un cliente o usuario que se haya 
informado que se encuentra en la lista de personas bloqueadas a que se refiere este artículo; con multa equivalente del 10% 
al 100% del monto de la operación inusual no reportada o, en su caso, de la serie de operaciones relacionadas entre sí del 
mismo cliente o usuario, que debieron haber sido reportadas como operaciones inusuales; tratándose de operaciones 
relevantes, internas preocupantes, las relacionadas con transferencias internacionales y operaciones en efectivo realizadas 
en moneda extranjera, no reportadas, así como los incumplimientos a cualquiera de los incisos a., b., c., e. del quinto párrafo 
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de este artículo, se sancionará con multa de 30,000 a 100,000 días de salario y en los demás casos de incumplimiento a este 
precepto y a las disposiciones que de él emanen multa de 5,000 a 50,000 días de salario. 
  
Los servidores públicos de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, las 
instituciones de crédito, sus miembros del consejo de administración, directivos, funcionarios, empleados y apoderados, 
deberán abstenerse de dar noticia de los reportes y demás documentación e información a que se refiere este artículo, a 
personas o autoridades distintas a las facultadas expresamente en los ordenamientos relativos para requerir, recibir o 
conservar tal documentación e información. La violación a estas obligaciones será sancionada en los términos de las leyes 
correspondientes. 
  

CIRCULAR 3/2012 
DISPOSICIONES APLICABLES A LAS OPERACIONES DE LAS INSTITUCIONES DE CRÉDITO, LAS SOCIEDADES 

FINANCIERAS DE OBJETO MÚLTIPLE REGULADAS QUE MANTENGAN VÍNCULOS PATRIMONIALES CON 
INSTITUCIONES DE CRÉDITO Y LA FINANCIERA NACIONAL DE DESARROLLO AGROPECUARIO, RURAL, 

FORESTAL Y PESQUERO 
 
Se puede consultar en la siguiente página de internet: https://www.banxico.org.mx/marco-normativo/normativa-emitida-por-el-
banco-de-mexico/circular-3-2012/%7B4E0281A4-7AD8-1462-BC79-7F2925F3171D%7D.pdf 
  
El artículo que a continuación se cita, se refieren al incremento de tasas de interés para el caso de Créditos Asociados 
a la Nómina.  
  
Artículo 63 Bis 2.- La Institución o SOFOM E.R. Vinculada que otorgue un Crédito Asociado a la Nómina podrá estipular en 
el contrato correspondiente que, en caso de que el acreditado o prestatario revoque el mandato a que se refiere el artículo 63 
Bis, fracción II, de estas Disposiciones o solicite la cancelación de la Domiciliación referida en el mismo artículo previamente 
al vencimiento del Crédito Asociado a la Nómina, dicha Institución o SOFOM E.R. Vinculada podrá, a su elección, rescindir el 
Crédito Asociado a la Nómina o incrementar la tasa de interés. En este último supuesto, la tasa de interés que resultará 
aplicable deberá estar prevista expresamente en el contrato referido. 
 
En el supuesto previsto en este artículo, la Institución o SOFOM E.R. Vinculada deberá notificar: 
 
I. Al acreditado o prestatario la rescisión o modificación de la tasa de interés correspondiente con, al menos, treinta Días de 
anticipación a que esto ocurra, y 
 
II. A la Institución que lleva la Cuenta Ordenante objeto de la Domiciliación cancelada, el hecho de que dicha cancelación se 
realizó con anterioridad al vencimiento del Crédito Asociado a la Nómina respectivo. 
 
En caso de que la solicitud de cancelación de la Domiciliación referida en este artículo se presente a la Institución que lleva la 
Cuenta Ordenante, esta deberá notificar sobre dicha solicitud a la Institución o SOFOM E.R. Vinculada acreditante del Crédito 
Asociado a la Nómina, por medio del mecanismo previsto en el artículo 63 Bis 3 siguiente, a más tardar a los tres Días Hábiles 
Bancarios inmediatos posteriores al Día en que haya recibido la solicitud indicada. 
  
DISPOSICIONES DE CARÁCTER GENERAL EN MATERIA DE TRANSPARENCIA APLICABLES A LAS INSTITUCIONES 

DE CRÉDITO Y SOCIEDADES FINANCIERAS DE OBJETO MÚLTIPLE, ENTIDADES REGULADAS. 
  
Se puede consultar en la siguiente página de internet:  
https://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5366306&fecha=30/10/2014#gsc.tab=0  
  
El artículo que a continuación se citan, se refieren a la posibilidad de establecer nuevas comisiones, incrementar su 
monto o modificar las tasas de interés, en caso de reestructura de ciertos créditos, previo consentimiento del Cliente. 
  
Artículo 19. Para cualquier modificación a las Comisiones, las Instituciones Financieras, además de sujetarse a lo previsto 
en el artículo 7 de la Ley para la Transparencia, deben observar lo siguiente: 
 
I. No pueden cobrar cantidad adicional, en caso de que el Usuario solicite la terminación del Contrato de Adhesión, con 

excepción de los adeudos que ya se hubieren generado a la fecha en que el Usuario solicite darlo por terminado, y 
 
II. Tratándose de Contratos de Adhesión que documenten créditos con plazo fijo de vencimiento, así como de créditos 

garantizados a la vivienda, no se pueden establecer nuevas Comisiones, incrementar su monto, ni modificar las tasas 
de interés salvo en el caso de reestructuración previo consentimiento expreso del Usuario. 


